
ello co ncondena a la Administración demandada a abonar las 
diferencias mencionadas y sin hacer especial imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia de la que se llevará certifi­
cación a autos, io pronunciamos, mandamos y firmamos.—Fir­
mada y rubricada.»

En su virtud, esté Miní^erio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 1036, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos' ia expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 8 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Libo- 

río Hierro Sánchez-Pescador.
Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­

ción de Justicia.

7025 ORDEN de 9 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Territorial de Burgos en el recurso con- 
tencioso-administrativo número 410/81, interpuesto 
por don Aniceto Mansilla Miguel.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
410/81, interpuesto por don Aniceto Mansida Miguel, Agente de 
la Administración de Justicia, que ha actuado en su propio 
nombre y representación, contra la Administración Pública, re­
presentada y defendida por el Abogado del Estado, contra la de­
negación, por silencio administrativo, del recurso de reposición 
interpuesto contra la resolución de la Dirección General de Jus­
ticia ordenando al habilitado practicar un descuento al recu­
rrente por el importe de ocho días de su haber, correspondiente 
al mes de enero de 1980, se ha dictado sentencia por la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial' de 
Burgos, con fecha 29 de enero del año actual, cuya parte dispo­
sitiva dice así:

-Fallamos: Que desestimando las causas de inadmisibilidad 
propuestas y estimando el recurso interpuesto por don Aniceto 
Mansilla Miguel contra el acuerdo de la Dirección General de 
Justicia de veintiocho de diciembre de mil novecientos setenta y 
nueve y contra la desestimación presunta del recurso de reposi­
ción formulado contra dicho acuerdo, debemos anular y anula­
mos los citados actos por su disconformidad con el ordenamiento 
jurídico, declarando en consecuencia el derecho del actor a 
percibir la cantidad liquida retenida, que importa la cifra de 
seis mil ciento diecisiete pesetas, sin hacer expresa imposición 
do costas. A su tiempo devuélvase el expediente administrativo 
a su procedencia, con certificación de esta sentencia, a sus 
efectos.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo de Sala, lo pronunciamoa, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 1856, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 9 de febrero de 1983.—P. D, el Subsecretario., Liborio 

Hierro Sánchez-Pescador.
Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administración

de Justicia.

7026 ORDEN de 10 de febrero de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Segunda de lo Contencioso-Administra- 
tivo de la Audiencia Territorial de Burgos en el 
recurso contencioso-administrativo número 92/1982, 
interpuesto por don Luis González Pereda.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
92/82 interpuesto por don Luis González Pereda, Agente de la 
Administración de Justicia, jubilado, representado y' defendido 
por sí mismo, y seguido con la Administración Genéral del 
Estado, defendida por el Abogado del Estado, contra la denega­
ción tácita, por silencio administrativo, del recurso de reposición 
interpuesto contra la Resolución de la Dirección General de 
Justicia por el descuento que le fue hecho de ocho días de su 
haber, correspondientes al mes de enero de 1980, se ha dictado 
sentencia por la Sala de lo Contencioso-Administratlvo de lo 
Audiencia Territorial de Burgos, con fecha 22 de enero del 
presente año, cuya parte dispositiva dice asi:

•Fallamos: Que desestimando las causas de inadmiíibilidad 
propuestas y estimando el recurso interpuesto por don Luis 
González Pereda contra el acuerdo de la Dirección General de 
Justicia de veintiocho de diciembre de mil novecientos setenta y

nueve y contra la desestimación presunta del recurso de reposi­
ción formulado contra dicho acuerdo, debemos anular y anula­
mos los citados actos por su disconformidad con el ordenamiento 
jurídico, declarando en consecuencia al derecho del actor a 
percibir la cantidad líquida retenida, que importa la cifra de 
nueve mil trescientas pesetea, sin hacer nn« expresa imposición 
de costas. A su tiempo devuélvase el expediente a su proceden­
cia co-n certificación de esta sentencia a sus efectos.

Asi por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo de Sala, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud este Ministerio, de conformidad con lo estableci­
do en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 956, ha dispuesto que s* 
cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dio6 guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 10 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Libo- 

rio Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administración
de Justicia.

7027 ORDEN de 14 de febrero de 1983 por la que se 
dispone se cumpla en sus propios términos la sen- 
tencia que se cita.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo promovida 
por don Joaquín Martínez Acuña, .representado por el Procura­
dor señor Lado París y dirigido por el Letrado señor Suárez 
Ramos, contra silencio administrativo por parte del excelentí­
simo señor Ministro.de Justicia al recurso dé alzada interpuesto 
contra resolución de la Presidencia del Consejo Superior de Pro­
tección de Menores de 6 de octubre de 1975, sobre desestimación 
de petición del recurrente interesado se le reconozca la condición 
de funcionario, la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Territorial de La Coruña ha dictado la sentencia nú­
mero 638 de 1982, cuya parte dispositiva dice así:

•Fallamos: Que debemos estimar y estimamos en parte el 
recurso contencioso-admin;strativo interpuesto por don Joaquín 
Martínez Acuña contra resolución-de la Presidencia del Consejo 
Superior de Protección de Menores de seis de octubre de mil 
novecientos setenta y cinco y contra la desestimación, por silen­
cio administrativo, del Tecurso de alzada formulado contra la 
misma ante el Ministerio de Justicia y declaramos la nulidad 
de dichos actos por ser contrarios al ordenamiento jurídico y en 
su lugar declaramos igualmente el derecho del recurrente a que 
le sea reconocida la cualidad de funcionario interino en !a plaza 
de Capellán de la Casa Tutelar "Aveiino Montero”, de Ponteve­
dra, desde su toma de posesión en veinticuatro de marzo de mil 
novecientos sesenta y nueve hasta el treinta de junio de mil no­
vecientos ochenta, y a que le sean abonados los emolumentos 
correspondientes a su función desde el uno de enero de mil 
novecientos setenta y tres a treinta de junio de mil novecientos 
ochenta, con deducción de las cantidades percibidas durante 
ese tiempo, a cuyo pago condenamos a la Administración, a la 
que absolvemos de las demás peticiones formuladas: sin hacer 
imposición ,dp las costas.»

En su virtud este Ministerio, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 103 y siguienes de la Ley reguladora de la Juris­
dicción Contencioso-Administrativa, ha dispuesto se cumpla en 
sus propios términos la expresada sen'encia

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 14 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Libo- 

río Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Subsecretario.

7028 RESOLUCION de 11 de febrero de 1983, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, 
en el recurso gubernativo interpuesto por el Nota­
rio de Valencia don Joaquín Sapena Tomás, contra 
la negativa a inscribir una escritura de poder.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de 
Valencia don Jaoquin Sapena Tomás, contra la negativa de 
aquel funcionario a inscribir una escritura "de poder;

Resultando que en escritura de 19 de octubre de 1981 autori­
zada poT el Notario recurrente, la Sociedad «Arroces y Expor­
taciones, S. A.», por medio de su Administrador único don Agus­
tín Alamar Belioch otorgó poder a favor de doña Elena Ve- 
lázquez Luján y don Agustín Alamar Velázquez para que en­
tre otros pudieran realizar en nombre de la mencionada So­
ciedad los actos siguientes: «Asistir con voz y voto a Juntas de 
regantes, propietarios, consocios, condueños y demás cotitula­
res o do cualquier otra clase» y la de «Afianzar y dar ga­
rantías por otros; dar y tomar dinero en préstamo con o sin 
interés»; que el artículo 13 de los Estatutos de la Sociedad dice: 
«Al Administrador único o a todos los Administradores con



carácter solidarlo Ies corresponde la gestión, administración y 
uso de la firma social, no sólo dentro del ámbito del giro o 
tráfico de la Empresa, sino en todo el campo económico, mer­
cantil y jurídico, incluso actos de disposición de bienes mue­
bles e inmuebles, metálico, títulos-valores y toda clase de bie­
nes y derechos, transigir y comprometerse en arbitraje, repre­
sentándola ante cualesquiera personas, Entidades, Juzgados y 
Tribunales; otorgar todo tipo de actos y contratos y de cláusu­
las cambiarías, pidiendo préstamos y créditos y constituyendo 
hipotecas, actuando ante Bancos y Entidades de Crédito, y, en 
fln, haciendo cuanto la Sociedad pueda hacer, sin limite alguno, 
incluso otorgar poderes, revocarlos, a favor de quien quisieren 
y con las facultades que estimen, salvo las legalmente indele­
gables...*;

Resultando que presentada en el Registro Mercantil primera 
copia de la anterior escritura de poder fue calificada con nota 
del tenor literal siguiente; «Suspendida la inscripción del pre­
sente documento en este Registro Mercantil de Valencia y su 
¡provincia que fue presentado a las diez horas quince minutos del 
día 25 de febrero último, según el asiento 1376 del Diario 36 
por adolecer de los defectos subsanables siguientes:

1. ° Atribuir a los apoderados la facultad de asistir con voz 
y voto a las Juntas de consocios, facultad no transmisible en 
cuanto a las Sociedades personalistas por su propia naturaleza, 
y en cuanto a las capitalistas por ser contraria a los artícu­
los 80 de la Ley de Sociedades Anónimas y 16 de la de Respon­
sabilidad Limitada que no permiten el poder general para ta­
les actos.

2. ° Conferir igualmente a los apoderados la facultad de 
afianzar y dar garantías por otros, y dar dinero a préstamo 
oon o sin interés, actos que exceden de las propias facultades 
del poderdante y son contrarios al giro y tráfico de la Socie­
dad. No se solicitó anotación prevertiva. Valencia a 6 de marzo 
de 1982»;

Resultando que por el Notario autorizante de la escritura se 
Interpuso recurso, tan sólo a efectos doctrinales y alegó: Que 
en cuanto al primer defecto, en un apoderamlento, y más si 
es de tipo general, no queda investido por el solo hecho de la 
concesión, el apoderado de las facultades que se le atribuyen 
de forma tal que pueda ejercitarlas frente o contra una norma 
que limite o prohíba su actuación; que no se trata del supuesto 
contemplado en la Resolución de 24 de abril de 1980 por el que 
entraría en ei Registro una norma estatutaria contraria a una 
norma legal con el consiguiente condicionamiento para una fu­
tura calificación registral, pues las facultades atribuidas al 
apoderad-: por su inscripción adquieren la publicidad de la le­
gitimación entre poderdante y apoderado, nunca en la relación 
entre apoderado y acto; que por este camino se llegaría a un 
rigor casuístico en la calificación que llevaría a un cercena­
miento de todas aquellas facultades del apoderado, ya que 
éste amparándose en el lado personal de la legitimación, hipo­
téticamente podria llevar a cabo actos contra legem, con ol­
vido de que en cada acto concreto habrían de reunirse las 
otras condiciones que legitimen su actuación; que oon la fór­
mula empleada no se está expresamente refiriendo a Juntas 
en Compañías Anónimas o Limitadas, ni implícitamente a Jun­
tas de otras Sociedades, ya que utiliza el término «conso­
cios», situado entre «regantes, propietarios y condueños y de­
más cotitulares» por lo que se refiere a Sociedades de regan­
tes o de otros usos comunitarios frecuentes en la región le­
vantina que deben entenderse en el giro y tráfico agrícola de 
la Compañía poderdante; que. en cuanto al segundo defecto, 
la nota olvida que hay actos que aunque excedan del giro o trá­
fico de la Sociedad, están comprendidos en las facultades del 
poderdante como los actos aislados realizados por una Sociedad 
y si ésta puede llevarlos a oabo también podrá delegarlos, ya 
que el objeto social determina las facultades minimas de los 
Administradores que no pueden ser limitadas, pero pueden ser 
ampliadas (Resolución de 2 de octubre de 1981); que el artícu­
lo 13 de los Estatutos atribuyen al Administrador únioo la más 
amplia representación, y tras enumerar en forma indicativa una 
serie de actos, termina atribuyéndole en todo el campo económi­
co, mercantil y jurídico; que esta interpretación la admite táci­
tamente el Registrador pues en el poder se enumeran otras mu­
chas facultades no comprendidas en el objeto social ni referidas 
en el «incluso» del articulo 13 de los Estatutos; que quizá, en 
vista de lo anterior la suspensión se deba a la presunta gratuidad 
en beneficio de terceros de los actos señalados; que en contra, 
oabe alegar que hay actos expresamente gratuitos, pero justi­
ficables y hasta necesarios para la buena maroha de la Empre­
sa, pero fundamentalmente que los apoyos mutuos entre comer­
ciantes exigen estas soluciones, actos que unas veces se pre­
sentan con la claridad de las frases debatidas, y otras por 
la via indirecta del'aval oambiario o la toma o endoso de letras 
y talones, especificados en ©1 poder y. no afectados pór la nota 
registral; y que no puede aplicarse la doctrina de la Resolución 
de 2 de octubre de 1981 referida a un caso más limitado y res­
tringido;

Resultando que el Registrador Mercantil acordó mantener la 
nota de calificación, para lo cual alegó: Que en cuanto al pri­
mer punto de la nota, los artículos 00 de la Ley de Sociedades

Sociedades do Responsabilidad Li­
mitada exigen poder especial y expreso para cada Junta, con 

• Óue quedan excluidos los poderes generales*, que asi lo ©n- 
tiende la doctrina; que lo mismo sucede en cuanto a las Socie­
dades de carácter personalista por su propia naturaleza dado

que la intervención peronal del socio es fundamental, y en la 
que no sólo la titularidad, sino también el ejercicio de los dere­
chos sociales se liga irrevocablemente a los sujetos concretos; que 
no cabe desvirtuar la cuestión como hace el recurrente afir­
mando que ©I poder no se refiere a Juntas de Sociedades mer­
cantiles, sino a las de regantes o de otros usos, ya que la lec­
tura del poder en donde se refiere separadamente a regantes, 
propietarios, consocios nos muestra# qüe sólo puede referirse 
a las primeras; que resuelta la cuestión de fondo resta por 
examinar si, no obstante, lo anterior es inscribible tal facultad 
en el Registró Mercantil como se afirma ©n ©I escrito de inter­
posición d©l recurso, a lo que ha de responderse negativamen­
te dado que de acuerdo con el artículo 5 del Reglamento del 
Registro Mercantil ha de calificar el Registrador la validez de 
los actos que inscribe y el poder general para asistir a Juntas 
oon voz y voto no es válido; que además, la publicidad mer­
cantil va dirigida a terceros, para que éstos tengan conoci­
miento, y no debe darse a publicidad facultades no posibles; 
qué en cuanto al segundo defecto, la lectura del artículo 13 
de los Estatutos revela que a los administradores se les atri­
buye las facultades de gestión, administración y uso de la firma 
social incluso aunque excedan deí giro y tráfico, enumerando a 
continuación una serie de actos, silenciando totalmente el de 
dar préstamos sin interés y el de afianzar y dar garantías por 
otros, lo que es totalmente lógico y está de acuerdo con lo se­
ñalado por la Resolcuión de 13 de abril de 1981, por lo que 
si tales actos no están atribuidos al administrador, mucho me­
nos podrán, transferirse a ios apoderados; que incluso el propio 
artículo 13 que confiere la facultad a los administradores de otor­
gar poderes contiene la salvedad de que no podrán las que 
legalmente sean indelegables entre las que están según el 
artículo 77 de la Ley las que la Junta general concede al Con­
sejo; que además, la nota señala que tales actos son contra­
rios al giro y tráfico, cuestión que la Resolución de 3 de 
octubre de 1981 diferencia claramente de aquellos otros que 
exceden del objeto social y que son los especificados en el ar­
tículo 13 de los Estatutos, y por eso a éstos se les permite que 
puedan estar facultados los administradores, pero no a los 
otros, a los que son contrarios al giro, dado su carácter gra­
tuito, y en este sentido las Resoluciones de 4 de mayo de 1944 
y 2 de febrero de 1966, así como las normas que tienden a "vir 
tar la discriminación del patrimonio social por actos de este 
tipo (artículos 32, 48, 03 y siguientes de la Ley);

Vistos To¡s artículos 11, 76 y 77 de la Ley de 17 do julio de 
1951, las sentencias del Tribunal Supremo de 6 de octubre de 
1975 y 19 de octubre de 1981, y las resoluciones de este Centro 
de 6 de diciembre de 1954 , 5 de noviembre de 1956, 16 de octu­
bre de 1964, 2 de febrero de 1966, 28 de octubre de 1980 y 2 de 
octubre de 1981;

Comsideraindo respecto del primer defecto de la nota de ca­
lificación que tanto el Notario recurrente como el Registrador 
coinciden en que no cabe aceptar un poder general otorgado 
para asistir a Juntas de Sociedades Anónimas o limitadas, dado 
los términos en que aparecen redactados los artículos 60, párra­
fo último de la Ley de Sociedades Anónimas y 16 de la Ley 
de Sociedades de Responsabilidad Limitada, así como tampoco 
en los supuestos de Sociedades personalistas por la cropia na­
turaleza de éstas, discrepando en cambio en cuanto al signifi­
cado del término «consocios» empleado en la escritura callfi* 
cada sobre si el mismo engloba o no aquellos tipos de Socie­
dades;

Considerando en efecto, que el término utilizado de «con­
socio», ha de ser interpretado dentro del contexto general del 
poder conferido ya que al estar situada su referencia entre 
las relativas a «Juntas de regantes, propietarios, condueños 
y demás cotitulares o de cualquier otra clase» no parece estar­
se refiriendo a las Sociedades mercantiles que por su importan­
cia y la transcendencia que llevarla aparejado el acto se ha­
brían designado nominativamente, caso de haberlas pretendido 
incluir, y a esta conclusión lleva una interpretación raciona] y 
lógica de los clares términos en que aparece redactada, la cláu­
sula discutida;

Considerando en cuanto al segundo defecto, —que autorizado 
en el articulo 13 de los Estatuto© Sociales el Administrador 
único de la Sociedad para poder otorgar poderes a favor de 
quien quisiere, y con las facultades que estime, salvo las legal­
mente indelegables—, la cuestión estriba en si es inscribible el 
poder que en base a esta autorización, ha otorgado dicho Ad­
ministrador y en el que ha conferido a los apoderados desig­
nados, entre otras, los facultades de afianzar y dar garantías 
por otros, así como la de dar dinero a préstamo con o sin 
interés, que no aparecen enumeradas en concreto entre las 
facultades que el órgano de administración le señale el mencio­
nado artículo 13;

Considerando que los actos discutidos se encuentran entre 
los que el articulo 77-2.” de la Ley de Sociedades Anónimas 
señala que pueden sor objeto de delegación, al no aparecer 
incluidos entre los prohibidos por este precepto legal ni tratarse 
por otro lado de actos que la Junta general haya facultado su 
realización expresamene al órgano administrativo, y por ello 
cabe entender que este último órgano puede en principio confe­
rir las facultades que el poder contiene, a no ser que exista 
una imposibilidad que tenga su origen en otra, causa, como es 
la de que el órgano administrativo no esté legitimado para veri- 
ficar por sí talos actos, y en consecuencia no podría apoderar 
a otras personas para que lo realizaran en nombre de la So- 
cied&a;



Considerando que como ya se ha Indicado, los Estatutos no 
Incluyen en la lista de facultades de los Administradores —por 
otro lado simplemente enumerativa— la de prestar garantías 
en favor de terceros y la de da<r dinero a préstamo oon o sin 
interés, lo que nos lleva a la espinosa cuestión de si tales 
actos pueden ser prestados para asuntos pertenecientes al giro 
o tráfioo de la Empresa, y encontrarse por tanto dentro de las 
facultades que el articulo 70-2.” de la Ley confiere a los Admi­
nistradores oon oarácter ¿imitable frente a terceros, norma que 
el propio articulo 13 de los Estatutos Sociales ha recogido en su 
contenido, y que —de entender incluidos tales actos— permitiría 
a los Administradores otorgar el poder en los términos em que 
aparece en la escritura calificada;

Considerando que oómo ya declaró la Resolución de 2 de oo- 
tubre de 1931, si La calificación registra! aparece facilitada en 
los casos en que los actos realizados por los Administradores 
están claramente incluidos dentro del giro y tráfico de la Em­
presa, la cuestión ofrece por el contrario seríais dificultades si 
se trata de aquellos actos en donde normalmente no es factible 
establecer a priori, si constituyen o no un instrumento Idóneo 
para el cumplimiento de la activiad por la que se alcanza 
el objeto social, y tras señalar la mencionada Resolución una 
serie de criterios que pueden ser tenidos en cuenta por el Re­
gistrador, concluye afirmando, que tras ponderar todos los fac­
tores, y salvo que el acto sea claramente contrario al objeto 
social, habrá en principio de considerarse él acto permitido y 
procederse a su inscripción-.

Considerando que a la vista de lo expuesto y a que como 
Igualmente indicó la Resolución de 2 de octubre de 1981, no -.s ía 
ciase de acto en si mismo lo que ha de tenerse en cuenta, 
para saberse si está o no comprendido dicho acto dentro del 
ámbito del giro o tráfico de la Empresa, no cabe por eso re­
chazar la inscripción en el Registro Mercantil de un poder oue 
en principio autoriza a realizar una serie de actos que podría 
verificar por ti el órgano administrativo poderdante, si ooin 
ellos se alcanzara la finalidad del obieto social, y que de Idén­
tica manera habrá de poder lograrse a través del correspon­
diente apoderado.

Esta Dirección General ha acordado revocar el acuerdo y 
la nota del Registrador.

Lo que, con devolución del expediente original, le comunico 
a V S. para su conocimiento, el del recurrente y efectos.

Madrid, 11 de febrero de 1983.—El Director general, Fran­
cisco Mata Pallarás.
Sr. Registrador Mercantil de Valencia.

MINISTERIO DE DEFENSA
7029 ORDEN 111/00181/1983, de 20 de enero, por la 

que se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 25 de sep­
tiembre de 1982, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Modesto Aguirrega- 
viría Benito, Cabo de Aviación, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Modesto Agutrre- 
gaviria Benito, quien postula por si mismo y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra acuerdo del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 3 de junio de 1981, se ha dic­
tado sentencia con fecha 25 de septiembre de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso interpues­
to por don Modesto Aguirregaviría Benito contra acuerdo del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de tres de junio de mil 
novecientos ochenta y uno, sobre haber pasivo de retiro dima­
nante del Decreto-Ley seis/mil novecientos setenta y ocho, de­
bemos anular y anulamos el referido acuerdo como discon­
forme a derecho y en su lugar declaramos e] derecho del 
recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión 
de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre la base 
correspondiente, con efecto de uno de abril de mil novecientos 
setenta y ocho, y sin especial condena en costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con io establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me 
confiere el articulo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 51/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo 'que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de enero de 1083.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal v Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

7030 ORDEN 111/00182/1983, de 20 de enero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 17 de 

septiembre de 1982, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Antonio Buigues 
Lurqui, Marinero Fogonero de la Armada, reti­
rado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partee, de una, como demandante, don Antonio Buigues 
Lurqui, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representad? y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Conseco Supremo 
de Justicia Militar de 2 de abril y 20 de junio .de 1901, se ha 
dictado sentencia con fecha 17 de septiembre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«F'allamos: Que estimando el recurso interpuesto por don An­
tonio Buigues Lurqui contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de dos de abril y veintiséis de lunio de mil 
novecientos ochenta y uno, sobre haber pasivo de retiro dima­
nante del Decreto-Ley seis/mli novecientos setenta y ocho, de­
bemos anular y anulamos los referidos acuerdos, como discon­
formes a derecho y en su lugar declaramos el derecho del 
recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento ae pensión 
de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre la base 
correspondiente,. con especial condena en costas a la Admi­
nistración.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e Insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad can lo establecido en 1a Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982. de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de enero de 1983.—P. D., al Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

7031 ORDEN 111/00183/1983, de 20 de enero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 20 d 
octubre de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Manuel Rivela Martí­

nez, Carabinero retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta d«l Tribunal S upremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Manual Rivela 
Martínez, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo 

de Justicia Militar de 8 de abril y 24 de septiembre de 1981, 
se ha dictado sentencia con fecha 20 de octubre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue-,

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don Ma­
nuel Rivela Martínez contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de ocho de abril y veinticuatro de septiembre 
de mil novecientos ochenta y uno, sobre habér pasivo de re­
tiro dimanante de] Decreto-Ley seis/mil novecientos setenta 
y ocho, debemos anular ' anulamos los referidos acuerdos 
como disconformes a derecho y en su lugar declaramos el de­
recho del recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento 
de pensión de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre 
la base correspondiente, con especial condena en costas a la 
Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo 
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva" lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad can lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adinimstrativa de 27 
de diciembre de 1950 y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.” de la Orden da’ Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo eme comunico a V. F
Dios guarde a V. E. nuchos años.
Madrid, 20 de enero de 1983.—P. D., el Secretarlo general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente general Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.


